
¿Qué contiene 
el proyecto de ley?

• Requiere a los alguaciles y las cárceles  
cumplir con todas las peticiones de retención 
de inmigración del Departamento de  
Seguridad Nacional de los Estados Unidos 
(DHS, por sus siglas en inglés).  

• Exige a la policía la responsabilidad de de-
terminar el estatus migratorio de cualquier 
persona detenida por cualquier acusación de 
carácter penal y de notificar a ICE si la per-
sona no es un residente legal o ciudadano.  

• Se requeriría a las cárceles cumplir con una 
“petición, aprobación, u otras instrucciones” 
desde el gobierno federal para no liberar a 
una persona que se encuentre detenida en 
la cárcel, incluso si esta persona es elegible 
para libertad bajo las leyes de Carolina del 
Norte. 

• Expone las ciudades, condados y agencias 
de fuerzas policiales a litigios costosos, al 
permitir que cualquier persona pueda de-
mandar a su gobierno local si cree que haya 
impedido la aplicación de leyes migratorias 
o que rompe leyes estatales relacionadas 
con inmigración. Si una ciudad, condado o 
agencia de fuerzas policiales se encuentra 
no conforme, la corte superior podría emitir 
sanciones de hasta $1,500 por día, y ofensas 
subsiguientes serían de $25,000 por día, 
poniendo en riesgo los fondos para la edu-
cación, infraestructura y otras necesidades. 

• La participación de fuerzas policiales locales en la aplicación de leyes migratorias genera un fuerte 
temor y desconfianza entre los inmigrantes; cuando la policía local lleva a cabo la aplicación de leyes 
migratorias, los inmigrantes dudan en reportar crímenes por temor a ser deportados. 

• Las órdenes de retención de inmigración, u peticiones de retención de ICE, pueden llevar a las fuerzas 
policiales a detener a alguien sin causa probable, en violación de la Cuarta Enmienda.  
  

• Nosotros, los contribuyentes a los impuestos, pagaríamos la cuenta porque ICE no reembolsa a  
localidades por el costo de mantener bajo peticiones de retención quienes todavía no están en custodia 
de ICE. 
  

• Dotar a funcionarios locales la responsabilidad de hacer cumplir leyes federales de inmigración  
también alienta la discriminación racial. En todo el país, miembros de la comunidad han sido objeto de 
arresto o detención basado en su nombre, color de piel, o acento.

¿Por qué la ACLU-NC se opone a este proyecto de ley?

HB 370
Requiere la Cooperación de Alguaciles con ICE

La ACLU de Carolina del Norte se opone a HB 
370, un proyecto de ley anti-inmigrante que 
circunvala la autoridad local de los alguaciles, 
al exigirles colaborar con Inmigración y 
Aduanas (ICE) y asistir en la vía directa de 
deportación del gobierno federal, o enfrentar 
sanciones financieras. 

El proyecto de ley es una forma de venganza 
política descarada contra el creciente número 
de alguaciles en Carolina del Norte que se han 
comprometido a no ayudar a ICE a perseguir o 
detener a miembros de la comunidad por delitos 
de inmigración. Los alguaciles en los condados 
de Wake y Mecklenburg, por ejemplo, fueron 
elegidos por los votantes después de la promesa 
de acabar con el programa federal 287(g), que 
ha llevado a la separación de familias, la 
deportación de miles de personas y a un 
aumento en la desconfianza y miedo en 
nuestras comunidades.
 


